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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 1 de 
diciembre de 2022, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado de oficio por el 
Ayuntamiento de xxx1, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero y  
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 521/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El 22 de septiembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado de oficio por el Ayuntamiento de xxx1, debido a los 
posibles daños y perjuicios ocasionados a Dña. yyy1 y a la empresa qqqq S.L., 
por la declaración de nulidad del convenio urbanístico suscrito con ellos. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 29 de septiembre de 

2022, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 521/2022, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa su ampliación, tal como dispone el 
artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 
2014. de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. 
Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos 
Antón. 

 
Primero.- El 18 de enero de 2016 se firmó un convenio urbanístico 

entre el Ayuntamiento de xxx1, Dña. yyy1 y la empresa qqqq S.L., cuyo objeto 
era “articular la colaboración entre [los intervinientes] al objeto siguiente:  
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»1. Permitir la ejecución de las obras de urbanización denominadas 
Fase 1 del Proyecto de Urbanización del PP7-a: `ccc1´, aprobado 
definitivamente por Acuerdo de Pleno de fecha 15 de septiembre de 2.015. 

 
»2.- Modificación Puntual del Plan Parcial denominado PP7-a: 

ccc1 y su correspondiente Proyecto de Urbanización y Reparcelación”. 
 

El 13 de diciembre de 2016 se suscribió un acuerdo entre los mismos 
intervinientes “para posibilitar la ejecución de un polígono industrial”. 

 
Segundo.- El 15 de noviembre de 2021 el Pleno del Ayuntamiento 

acordó declarar nulo el convenio urbanístico suscrito, por concurrir las causas 
de nulidad previstas en el artículo 47.1, letras e) y b) de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, esto es, por haberse omitido total y absolutamente el procedimiento 
para su aprobación y por haberse aprobado el convenio por un órgano 
manifiestamente incompetente por razón de la materia. 

 
Asimismo, acordó dar traslado de dicho acuerdo al Alcalde, “como 

órgano competente para la incoación de un procedimiento de responsabilidad 
patrimonial con audiencia de todos los interesados, a los efectos de determinar 
y acreditar la existencia y cuantificación de los eventuales daños y perjuicios 
que la presente declaración de nulidad les pudiera haber causado, en sus 
respectivos casos”. 

 
Tercero.- Previo informe de Secretaría, el 23 de noviembre de 2021 el 

Alcalde inicia de oficio un procedimiento de responsabilidad patrimonial “para 
determinar si se han generado daños susceptibles de ser indemnizados por 
parte de este Ayuntamiento como consecuencia de la declaración de nulidad 
del Convenio Urbanístico suscrito entre el Ayuntamiento de xxx1, Dª yyy1 y 
qqqq S.L, de fecha 18 de enero de 2016”. 

 
Dicha resolución se notifica a los interesados. 
 
Cuarto.- El 30 de diciembre de 2021 D. yyy2, en representación de 

Dña. yyy1, presenta alegaciones en las que afirma la responsabilidad 
patrimonial del Ayuntamiento, solicita la apertura de un periodo de prueba y 
cuantifica los daños en 52.990,93 euros por daño emergente, 30.000 euros 
por daño moral y la cantidad que resulte por gastos de abogado y procurador 
(cuya concreción remite al periodo probatorio). Adjunta un informe pericial de 
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arquitecto colegiado, de 29 de diciembre de 2021, sobre los perjuicios 
sobrevenidos por la ejecución de la urbanización. 

 
El 5 de enero de 2022 D. yyy3, en nombre y representación de qqqq 

S.L., presenta alegaciones similares a las anteriores, solicita la apertura de un 
periodo de prueba y cuantifica los daños y perjuicios sufridos por la empresa 
en un total de 409.852,28 euros. Adjunta el informe de arquitecto, ya citado 
anteriormente, y un informe económico sobre el impacto de la ejecución de las 
obras en la actividad industrial de la empresa, realizado por economista el 5 de 
enero de 2022. 

 
El 29 de julio de 2022 D. yyy2, en nombre y representación de 

Dña. yyy1, presenta un nuevo escrito en el que reproduce las alegaciones ya 
formuladas y reitera su pretensión. 

 
Quinto.- El 3 de agosto de 2022 el arquitecto del Ayuntamiento emite 

un informe sobre los costes indemnizables reclamados. Distingue entre costes 
en que se ha incurrido por la anulación del convenio y costes que deben 
incorporarse a la cuenta de liquidación del futuro proyecto de reparcelación 

 
Sexto.- El mismo día 3 de agosto la secretaria del Ayuntamiento emite 

informe sobre las alegaciones presentadas, en el que concluye que procede no 
reconocer indemnización alguna como consecuencia de la declaración de 
nulidad del convenio urbanístico. Afirma que “ningún daño o perjuicio se ha 
causado como consecuencia del Convenio en tanto que al mismo se le ha dado 
cumplimiento en sus aspectos sustantivos: se ha modificado el planeamiento 
para asegurar la viabilidad de la actuación en los términos queridos por la 
propiedad y en el ejercicio del ius variandi de la Administración, se ha cedido y 
adecuado una superficie en la parte trasera a los efectos de que la empresa 
mantuviese la misma superficie y no se han demolido las principales 
construcciones que se ubicaban sobre la parcela, respetando en lo fundamental 
su configuración inicial. 

 
»Es decir, se ha acometido parcialmente la urbanización a costa 

del Ayuntamiento, eximiendo a los propietarios, titulares del 13,5135 % del 
suelo del ámbito, de sus más elementales deberes urbanísticos. 

 
»En definitiva, a juicio de esta Secretaría lo que procede es 

aprobar un nuevo instrumento de gestión antes de continuar con la ejecución 
material de las obras de urbanización -que se encuentran ejecutadas en un 
alto porcentaje, pero no finalizadas-, antes de proceder a su recepción 
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definitiva. No se pueden concluir las obras ni darles cobertura jurídica sin la 
previa tramitación del instrumento de gestión que resulte de aplicación. Según 
lo previsto en las normas urbanísticas, si no suscribe un nuevo convenio 
ajustado a la legalidad, lo que procede es emplear el sistema de 
compensación, que requeriría la constitución de la Junta de Compensación y 
que fuese ésta la que presentase a aprobación el Proyecto de Actuación 
incorporando al mismo una cuenta de liquidación provisional, sin que exista 
inconveniente en mantener la configuración de las parcelas y las renuncias de 
aprovechamiento pactadas. 

 
»Tampoco se rechaza la incorporación a la cuenta de liquidación 

provisional de aquellos conceptos que puedan ser acreditados oportunamente 
por la propiedad en el trámite de audiencia a que se someta la misma y que 
deriven del proceso de ejecución urbanística, pero inicialmente no se aprecia la 
concurrencia de los requisitos o presupuestos necesarios para exigir 
indemnización alguna como consecuencia de la declaración de nulidad del 
convenio por cuanto, con convenio o sin convenio, la equidistribución de 
beneficios y cargas ha de cumplirse. Lo anteriormente dicho no implica que no 
haya de reconocerse indemnización alguna a los propietarios, pero lo que no 
consta ni se ha justificado es que se haya realizado la oportuna distribución de 
beneficios y cargas. Y es en ese momento cuando habrá de fijarse la 
indemnización que, en su caso, proceda”. 

 
Octavo.- Concedido trámite de audiencia a los reclamantes, el 18 y 19 

de agosto presentan escritos, cuyo contenido es similar, en los que formulan 
alegaciones a los informes emitidos y reiteran sus pretensiones resarcitorias. 
Adjuntan a sus escritos el acuerdo de 13 de diciembre de 2016 suscrito con el 
Ayuntamiento para posibilidad la ejecución de un polígono industrial, antes 
citado. 

 
Noveno.- El 22 de agosto de 2022 se formula propuesta de resolución 

en el sentido de no reconocer a los interesados indemnización alguna como 
consecuencia de la declaración de nulidad del convenio urbanístico.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que se 
recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
3ª.- El procedimiento se ha iniciado de oficio por el Ayuntamiento, 

conforme a lo establecido en el artículo 65.1 de la LPAC. 
 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, 
conforme a lo establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante 
LBRL), en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
El procedimiento se ha incoado de oficio en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en los artículos 65.1 y 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Publico (LRJSP), a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
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relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante.  

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por daños y perjuicios causados por la declaración 
de nulidad de un convenio urbanístico suscrito por los interesados.  

 
Tal cuestión se planteó ya en el expediente de revisión de oficio del 

convenio urbanístico, que fue tramitado por el Ayuntamiento y objeto del 
Dictamen 384/2021 de este Consejo Consultivo. En este Dictamen se señalaba 
que, “en cuanto a los efectos de la nulidad, ante la discrepancia existente 
entre los informes técnicos obrantes en el expediente remitido sobre la 
existencia de daños y perjuicios, y sobre su cuantificación, la concreción de 
este extremo deberá realizarse en un posterior expediente contradictorio con 
audiencia de todos los interesados”.  

 
El artículo 106.4 de la LPAC prevé que “Las Administraciones Públicas, 

al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la 
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los 
interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artículos 32.2 y 34.1 
de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, 
tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en 
aplicación de la misma”. Sin embargo, el Ayuntamiento ha optado, de forma 
legítima, por tramitar un procedimiento de responsabilidad patrimonial ad hoc 
para dilucidar la existencia o no de daños y perjuicios derivados de la nulidad 
del convenio, y en su caso cuantificarlos. 

 
Los reclamantes solicitan el resarcimiento por los siguientes conceptos:  
 

- Dña. yyy1 reclama por la pérdida de valor de la finca, dada la 
diferencia de valor entre los terrenos aportados de la parte frontal de la finca y 
los recibidos en la parte posterior, y al tener que construir una rampa en la zona 
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delantera por la diferencia de cota existente tras las obras de urbanización, lo 
que ha ocasionado una pérdida de funcionalidad (3.973,83 euros); por los 
gastos de las obras para igualar la cota del terreno con el exterior (28.359,37 
euros); por la supresión de un acceso directo a la carretera (20.657,73 euros); y 
por daños morales (30.000 euros). Solicita asimismo el resarcimiento por los 
honorarios de abogado y procurador en los procedimientos administrativos y 
judiciales relativos al convenio anulado, que no cuantifica. 

 
- La empresa qqqq S.L., reclama por los costes de montaje y 

desmontaje de la instalación (95.974,50 euros), los costes de cerramientos de la 
instalación actual (4.006,88 euros), los costes de traslados de materias primas 
(16.320 euros), los costes de traslados persistentes de subproductos y materias 
primas (134.697,90 euros), la pérdida por lucro cesante (106.869,39 euros), los 
gastos de gestión y otros (1.325,88 euros), la pérdida de valor de la finca 
(30.000 euros) y la adquisición e instalación de una báscula (20.657,73 euros). 
A ello añade los gastos de honorarios de abogado y procurador por los procesos 
de impugnación del plan parcial y del convenio urbanístico, que no cuantifica. 

 
Los reclamantes, tanto en el escrito inicial como en los sucesivos escritos 

posteriores, consideran que deben ser indemnizados por todos los daños y 
perjuicios por la vía de la responsabilidad patrimonial. 

 
En el expediente se abordan de manera conjunta los daños y perjuicios 

derivados de la anulación del convenio (que la Administración consultante 
considera inexistentes) y los conceptos indemnizables por costes y actuaciones  
resarcibles conforme a la normativa urbanística (que los informes emitidos y la 
propuesta de resolución considera que deben forma parte de la cuenta de 
liquidación del futuro proyecto de reparcelación). 

 
Debe señalarse, con carácter previo, que el presente Dictamen se limita 

exclusivamente al análisis de los daños y perjuicios que puedan derivarse de la 
nulidad del convenio, sin que proceda, por no ser competencia del Consejo, 
examinar los resarcimientos que, por aplicación de la normativa urbanística, 
puedan corresponder a los reclamantes como consecuencia de la ejecución del 
planeamiento; máxime cuando, como se indica en ellos, gran parte del 
convenio urbanístico y de las previsiones que en él se contemplaban, ya se 
han ejecutado y los informes diferencian entre costes ligados a la ejecución del 
planeamiento y daños derivados de la nulidad. Así lo pone de manifiesto el 
informe del arquitecto municipal de 3 de agosto de 2022, que de forma 
expresa señala: “Cabe indicar que, de entre las indemnizaciones reclamadas 
con relación al ámbito urbanístico, solo la que se recoge en el informe de 
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D. yyy4 en el epígrafe 11.B `costes de gestión y otros en los que ha tenido 
que incurrir la citada mercantil a consecuencia de la nulidad del convenio 
suscrito´ tiene relación directa con la citada nulidad, siendo por tanto objeto 
de este expediente de responsabilidad patrimonial. El resto de las 
indemnizaciones que se reclaman y que se consideran pertinentes son de 
gestión urbanística por lo que deben practicarse en la correspondiente cuenta 
de liquidación del futuro proyecto de reparcelación”. 

 
La concreción de cuáles puedan ser esos daños y perjuicios exige partir 

de los antecedentes de hecho que resultan del expediente, que se recogen con 
detalle y claridad en el informe de la Secretaría del Ayuntamiento de 3 de 
agosto de 2022, y que se transcriben a continuación (antecedentes que, según 
se indica en el propio informe son “conocidos por la propiedad y la mercantil 
por cuanto fueron objeto de análisis en los Informes de Secretaría nº 
102/2021, de 21 de marzo; nº 171/2021, de 23 de mayo; y nº 221/2021, de 
20 de julio): 

 
“Primero.- Sobre la localización, datos catastrales y parámetros 

urbanísticos esenciales del sector de referencia. 
 
»El sector objeto de examen se sitúa al sur del actual núcleo 

urbano de `cccc´ y está integrado en su totalidad por tres (3) parcelas, las 
cuales forman parte del Plan Parcial Sector PP-7a `ccc1´, aprobado 
definitivamente por acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y 
Urbanismo de xxx2 de fecha 30 de enero de 2015, publicado el día 13 de 
febrero de ese mismo año. Sus referencias catastrales son las siguientes: vvv1, 
vvv2 y vvv3, correspondientes a las parcelas con número 21, 22 y 23 -
respectivamente- del polígono 36. 

 
»De dos (2) de las parcelas enunciadas es titular en pleno 

dominio el Ayuntamiento de xxx1, constituyendo la suma de ambas el 85 % de 
la superficie total del sector, aproximadamente. El 15 % aproximado restante 
corresponde a una finca de propiedad particular, siendo titular de la misma 
Doña yyy1. 

 
»• Los datos básicos del Plan Parcial son los siguientes: 
 

»• Superficie neta del sector: 31.162,59 m2  
 
»• Uso pormenorizado predominante: industrial en 

categoría 2ª. 
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»• Tipología de la edificación: edificaciones aisladas. 
 
»• Ocupación máxima: 60 %. 
 
»• Índice de edificabilidad: 0,50 m2/m2. 
 
»• Altura máxima: Dos plantas. 
 
»• Aprovechamiento total: 15.581,30 m2. 
 
»• Aprovechamiento lucrativo total: 14.023,17 m2. 
 
»• Aprovechamiento de cesión municipal: 1.558,13 m2. 
 
»• Reserva de espacios libres públicos: 2.339,29 m2. 
 
»• Reserva de equipamiento: 2.338,19 m2. 

 
»El artículo 46 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que 

se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, recoge el derecho 
de todo propietario a promover la urbanización de aquellos terrenos de su 
titularidad clasificados como suelo urbano o urbanizable que aún no tengan 
ordenación detallada. A tal efecto, se llevó a cabo la redacción del Plan Parcial, 
como instrumento de planeamiento encaminado a establecer dicha ordenación 
detallada, y con el objetivo primordial de crear un polígono industrial en la 
localidad de xxx1. 

 
»Segundo.- Sobre los antecedentes y situación de partida de la 

cuestión objeto de informe. 
 

»La tramitación del Plan Parcial encontró desde el primer 
momento la oposición frontal tanto de la propietaria Doña yyy1 como de la 
empresa qqqq S.L. -sociedad asentada en la finca propiedad de aquélla que 
viene desempeñando su actividad maderera desde hace años-, quienes 
procedieron a su impugnación y a la de los pertinentes Proyectos de Actuación 
y Urbanización. 

 
»En fecha 18 de enero de 2016, con la finalidad de suavizar las 

relaciones entre ambas partes y poder llevar a buen fin el desarrollo del 
polígono industrial, se firma el texto inicial del convenio urbanístico entre el 
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Ayuntamiento de xxx1, Dª. Yyy1 y la mercantil qqqq S.L. El objeto del mismo 
queda reflejado en la Cláusula Primera: 

 
»El objeto del presente Convenio es la ejecución del Plan 

Parcial Sector PP7-a: `ccc1´, con los siguientes objetivos concretos: 
 
»1.- Permitir la ejecución de las obras de urbanización 

denominadas Fase I del Proyecto de Urbanización del PP7-a: `ccc1´, aprobado 
definitivamente por Acuerdo de Pleno de fecha 15 de septiembre de 2015. 

 
»2.- Modificación Puntual del Plan Parcial denominado PP7-

a: `ccc1´ y su correspondiente Proyecto de Urbanización y Reparcelación. 
 

»En ningún caso vincularán o condicionarán al Ayuntamiento 
en el ejercicio de sus potestades urbanísticas o administrativas. 

 
»Entre las cláusulas incorporadas al documento nos encontramos 

con las siguientes: 
 

»... SEXTA.- LAS FINCAS APORTADAS, FINCAS RESULTANTES Y 
ADJUDICACIÓN DE APROVECHAMIENTO. Las partes comparecientes establecen 
de mutuo acuerdo que, a efectos de materializar el Convenio a Doña yyy1 se la 
asigna una parcela de conformidad con el Plano anexo a este documento. 

 
»Doña yyy1renuncia a cualquier exceso de adjudicación de 

aprovechamiento existente que se corresponde con una superficie construida 
de 1.403 metros cuadrados (edificaciones existentes según Catastro). 

 
»SÉPTIMA.- ELEMENTOS EXISTENTES SOBRE LAS FINCAS 

APORTADAS Y SU INDEMNIZACIÓN. Los propietarios aquí comparecientes 
acuerdan que las edificaciones, obras, plantaciones, instalaciones, la actividad 
mercantil sobre las fincas no se considerarán, a efectos reparcelatorios, como 
valores aportados renunciando de manera expresa, tanto la propietaria de la 
finca registral 6.411 de xxx1, como la mercantil qqqq S.L. y el propio 
Ayuntamiento a cualquier indemnización que pudiera derivarse del proceso de 
urbanización y reparcelación. 

 
»OCTAVA.- GASTOS DE URBANIZACIÓN Y PARTICIPACIÓN 

EN LOS COSTES. En contraprestación a la renuncia efectuada en la cláusula 
sexta, la titular de la finca registral 6.411 de xxx1 y qqqq S.L. quedan 
exonerados de la obligación de contribuir a los gastos de urbanización, 
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reparcelación, planeamiento y gestión. En consecuencia, la parcela resultante 
que, en correspondencia a la finca aportada, se les adjudique en el Proyecto 
de Reparcelación no quedará gravada con la afección real al pago de dichos 
costes y así se hará constar en dicho Proyecto. 

 
 »Con ello, la modificación del Plan Parcial se ajustaría al 

Convenio en lo que respecta a la finca aportada y a la finca resultante que se 
le adjudicara a la propiedad particular, renunciando ésta a cualquier exceso de 
adjudicación de aprovechamiento urbanístico, a excepción del aprovechamiento 
existente. Además, conforme a lo estipulado en el convenio urbanístico, la 
propiedad y el Ayuntamiento renunciaban expresamente a cualquier 
indemnización que pudiera derivarse del proceso de urbanización y 
reparcelación, y en contraprestación a dicha renuncia, la propiedad quedaba 
exonerada de contribuir a los oportunos gastos de urbanización, reparcelación, 
planeamiento y gestión. 

 
»En fecha 6 de marzo de 2017, se publicó en el Boletín Oficial de 

Castilla y León (BOCyL) anuncio de información pública por plazo de un (1) 
mes relativo a la formalización del meritado convenio urbanístico, como parte 
del expediente de urbanización del Sector PP-7a `ccc1 - Fase I´, en el término 
municipal de xxx1. 

 
»Durante el citado trámite de audiencia se presentaron sendas 

alegaciones y, tras el análisis de las mismas y los oportunos informes jurídicos, 
emitidos por el secretario del Ayuntamiento y por el Arquitecto municipal, se 
dictó Decreto de Alcaldía de fecha 14 de julio de 2017, en virtud del cual se 
acordaba declarar nulo el referido convenio urbanístico. Dicho Decreto fue 
recurrido en reposición por la propiedad (tanto por Doña yyy1 como por qqqq 
S.L.), alegando su nulidad radical por haberse dictado prescindiendo del 
procedimiento legalmente establecido, así como la inexistencia -a su juicio- de 
motivos que justificaran la declaración de nulidad del convenio urbanístico 
formalizado entre ambas partes en el mes de enero de 2016. Posteriormente, 
ante la falta de respuesta por parte del Ayuntamiento, procedieron a la 
impugnación en sede de la jurisdicción contencioso-administrativa de la 
desestimación presunta del recurso de reposición previamente interpuesto, 
dando con ello origen a los procedimientos ordinarios con número de autos 
139/2018 y 140/2018, posteriormente acumulados en un único procedimiento 
(P.O. 139/2018) sustanciado ante el Juzgado de lo Contencioso-administrativo 
número 1 de xxx2. 
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»Con fecha 22 de abril de 2019, tras la emisión del informe de la 
Secretaría del Ayuntamiento concluyendo favorablemente la estimación de los 
recursos de reposición formalizados por la propiedad, se dictó Resolución de 
Alcaldía, dejando sin efecto el Decreto de Alcaldía de fecha 14 de julio de 
2017, que anulaba, a su vez, el convenio urbanístico. Ello fundamentado 
únicamente en el hecho de no haber seguido el procedimiento del art. 106 de 
la LPAC para la declaración de nulidad, pero sin entrar en la concurrencia o no 
de motivos que justificasen tal declaración. 

 
»Con posterioridad, tanto el Ayuntamiento como la propiedad 

dirigieron sendos escritos al Juzgado de lo Contencioso-administrativo número 
1 de xxx2, solicitando que por el mismo se dictara Auto declarando terminado 
el procedimiento (P.O. 139/2018) y ordenando su archivo. Dicho Auto fue 
dictado el día 7 de mayo de 2019 por el Juzgado, acordando en su parte 
dispositiva la terminación del procedimiento por reconocimiento total en vía 
administrativa de las pretensiones de la parte recurrente, y el consecuente 
archivo de las actuaciones. 

 
»Paralelamente y de acuerdo con lo acordado con la propiedad, 

el Ayuntamiento de xxx1 procedió a elaborar y tramitar un documento de 
Modificación del Plan Parcial PP-7a, consistente, fundamentalmente, en una 
nueva reordenación de los ámbitos susceptibles de ser edificados. La 
modificación es inicialmente aprobada por Resolución de Alcaldía. El objetivo 
de dicha modificación era establecer una ordenación detallada que permitiera 
una ejecución del desarrollo urbanístico del sector de un modo más 
racionalizado y con menor coste económico dando con ello satisfacción a las 
pretensiones de la propiedad. Sometido el expediente administrativo de 
Modificación a información pública (publicación en BOCyL el 4 de abril de 
2018), se presentaron distintas alegaciones, entre ellas las de Doña yyy1, que 
fueron expresamente desestimadas por el Ayuntamiento. 

 
»En cuanto a los aspectos sustantivos, la modificación del 

planeamiento respondía a lo convenido y al acuerdo alcanzado con la propiedad, 
el motivo de discrepancia residía única y exclusivamente en razones económicas. 
Al no incorporar el texto del convenio a la documentación integrante del plan 
parcial, la propiedad no podía asegurarse la completa exoneración de gastos 
de urbanización que recogía en su clausulado. 

 
»Finalmente, el documento de Modificación del Plan Parcial fue 

aprobado definitivamente por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y 
Urbanismo de xxx2 de la Junta de Castilla y León el 15 de noviembre de 2018. 
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Contra este último acuerdo de la Comisión Territorial, la propiedad interpuso 
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
(Burgos, Sección Primera) del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 
(alegando que el mismo no recogía lo estipulado en el convenio urbanístico de 
18 de enero de 2016), iniciándose así el procedimiento ordinario con número 
de autos 11/2019.  

 
»En reunión posteriormente mantenida con el Ayuntamiento de 

xxx1 en el mes de junio de 2019, la propiedad propuso llegar a un acuerdo 
extrajudicial, en virtud del cual instaba al Consistorio a incorporar en la última 
modificación del Plan Parcial tramitada el contenido íntegro de lo convenido el 
18 de enero de 2016, quedando entre tanto suspendido -hasta llegar a 
entendimiento entre las partes- el procedimiento contencioso-administrativo 
(P.O. 11/2019) sustanciado ante el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León. 

 
»El Acuerdo de 15 de noviembre de 2018 de la Comisión 

Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de xxx2, relativo a la aprobación 
definitiva de la Modificación Puntual del Plan Parcial PP-7a `ccc1´, del 
municipio de xxx1, fue publicado en el BOCyL número 201, de fecha 28 de 
septiembre de 2020”. 

 
Expuestos los antecedentes, la primera cuestión que debe analizarse es 

la relativa a los daños y perjuicios reclamados y la vía empleada para solicitar 
su resarcimiento. 

 
Como se ha indicado, los reclamantes, tanto en el escrito inicial como 

en los sucesivos escritos posteriores, consideran que deben ser indemnizados 
por todos los daños y perjuicios por la vía de la responsabilidad patrimonial. 
Sin embargo, los informes del arquitecto municipal y de la secretaria del 
Ayuntamiento consideran debe distinguirse entre daños y perjuicios derivados 
de la anulación del convenio e indemnizaciones, por ser de gestión urbanística, 
deben incluirse en la cuenta de liquidación del futuro proyecto de reparcelación. 

 
Analizados los pormenorizados informes, tanto del arquitecto como de 

la secretaria, este Consejo comparte el criterio que en ellos se recoge y 
considera que la reclamación de responsabilidad patrimonial debe desestimarse. 

 
Ha de partirse de las afirmaciones contenidas en dichos informes, en los 

que se señala que, pese a que el convenio se anuló en vía administrativa, sus 
determinaciones se incluyeron en la modificación puntual del plan parcial, a 
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excepción de la exoneración del cumplimiento de deberes urbanísticos por no 
ser esta conforme con la ley.  

 
El informe de la secretaria pone de manifiesto que el Ayuntamiento, en 

ejercicio de sus potestades urbanísticas, y además como propietario del 85 % 
de la superficie del ámbito de actuación, impulsó la planificación y ejecución 
de un polígono industrial en ese lugar, y afirma que los ahora reclamantes, 
pese a alegar que no participaron en su elaboración, intervinieron de forma 
activa en la redacción del convenio urbanístico (alude a correos remitidos por 
aquellos) “con la intención última de no contribuir a la financiación de las 
obras de urbanización”.  

 
En cuanto a la pretensión de los reclamantes de que se revierta todo lo 

ejecutado al amparo del convenio o, en su defecto, se indemnicen los daños y 
perjuicios causados, el citado informe expone que “(…) el Ayuntamiento ha 
dado cumplimiento, como se viene reiterando, a los aspectos sustantivos del 
Convenio en desarrollo del Plan Parcial del Sector: se ha modificado el 
planeamiento para asegurar la viabilidad de la actuación en los términos 
queridos por la propiedad y en el ejercicio del ius variandi de la 
Administración, se ha adecuado una superficie en la parte trasera a los efectos 
de que la empresa mantuviese la misma extensión de terreno y no se han 
demolido las principales construcciones que se ubicaban sobre la parcela, 
respetando en lo fundamental su configuración inicial. 

 
»Es decir, se ha acometido la urbanización a costa del 

Ayuntamiento eximiendo a los propietarios titulares del 13.5135 % del suelo 
del ámbito de sus más elementales deberes urbanísticos. 

 
»La propiedad, hasta la fecha, no ha realizado aportación 

económica alguna para financiar las obras de urbanización, ni se ha visto 
privada de una mayor edificabilidad de la que le correspondería como 
consecuencia de la anulación del convenio, que son dos de los supuestos en 
que habitualmente se reconoce por la jurisprudencia el derecho a ser 
indemnizado. Esto es, no se han visto frustradas otras expectativas de la 
propiedad con la declaración de nulidad del convenio más que la de no 
contribuir a los gastos de urbanización y, por el contrario, se han mejorado 
sustancialmente los servicios con los que inicialmente contaba la finca como 
consecuencia de su urbanización a costa del erario público”. 

 
Es cierto que, según consta en el expediente, el acuerdo de la Comisión 

Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 15 de noviembre de 2018, por 



 

 15

el que se aprueba la modificación puntual del plan parcial PP7 “ccc1” del 
municipio, se recurrió por los reclamantes ante el Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla y León (P.O. 11/2019, de la Sala de Burgos), según indican, por “no 
cumplir lo convenido en el citado convenio. Pero también lo es que no 
especifican cuáles sean los incumplimientos que alegan y que, según afirman, 
el procedimiento está “suspendido y archivado provisionalmente a petición de 
las tres partes (Ayuntamiento, Junta de Castilla y León y las [reclamantes]) en 
tanto cualquiera de ellas no inste su reanudación, tal y como acreditamos 
consta en el expediente mediante Decreto del LAJ de la Sala aportado por esta 
parte en su día”. Por lo tanto, ante las afirmaciones contenidas en los informes 
emitidos, que no se han negado por los reclamantes, y la inexistencia de datos 
que permitan alcanzar otra conclusión, ha de presumirse que la modificación 
puntual del plan parcial citada incluyó las previsiones urbanísticas contenidas 
en el convenio anulado, salvo la exoneración del cumplimiento de los deberes 
urbanísticos en favor de los reclamantes. 

 
El informe del arquitecto municipal de 3 de agosto de 2020 reitera lo 

anterior al afirmar, de forma tajante, que “Los supuestos efectos físicos a que 
pudiera haber dado lugar el convenio y la posterior modificación del plan 
parcial no son tales puesto que no divergen de los efectos físicos derivados del 
plan parcial inicial, anterior al convenio. De modo que el cambio de 
planeamiento no supone indemnización porque no se dan los supuestos del 
artículo 13.1 del RUCyL. En concreto, no se ha reducido el aprovechamiento 
urbanístico y el propietario no ha incurrido en gastos como consecuencia de 
dicho cambio que hayan resultado inservibles”. 

 
»Por otra parte, el hecho de que el propietario haya hecho un 

uso urbano durante un tiempo prolongado de una finca a la que la ley no 
atribuye las correspondientes facultades, no implica a nuestro juicio, la 
consolidación de una facultad, toda vez que la disconformidad permanece en 
la actualidad y toda vez que no existe inconcreción urbanística alguna. Como 
hemos indicado la finca está en situación básica de suelo rural. 

 
»Otra cosa son los gastos de urbanización como consecuencia de 

la gestión del planeamiento y que se recogen en el artículo 198 del RUCyL. 
Nos remitimos al informe del que suscribe de 13 de noviembre de 2020 en 
donde se proponía un borrador de la cuenta de liquidación provisional. En este 
informe indicábamos que sí deben indemnizarse los costes generados como 
consecuencia del cese parcial de actividades, incluidos los gastos de traslado o 
de la merma parcial del lucro como consecuencia de la gestión urbanística. 
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También deben indemnizarse las demoliciones necesarias, si bien estas sólo 
deben valorarse en función de su coste de reposición depreciado”. 

 
De acuerdo con lo expuesto, y teniendo en cuenta las argumentaciones 

recogidas en los informes emitidos en relación con la naturaleza de los daños y 
perjuicios reclamados, ha de concluirse que los reclamados por Dña. yyy1 
relativos a la pérdida de valor de la finca, construcción de una rampa interior 
por la diferencia de cota y supresión del acceso directo a la carretera, así como 
los reclamados por la empresa relativos a la pérdida del valor de la finca, 
costes de diversos trabajos y lucro cesante, no derivan propiamente de la 
anulación del convenio urbanístico sino que son consecuencia de las obras de 
ejecución urbanística derivadas de la modificación aprobada, por lo que su 
resarcimiento, de ser procedente (cuestión sobre la que no corresponde 
pronunciarse a este Consejo), deberá realizarse a través del procedimiento 
previsto para ello, tal y como indican los informes.   

 
Por tanto, únicamente cabría considerar como daños y perjuicios que 

eventualmente podrían vincularse de la anulación del convenio urbanístico, los 
daños morales reclamados, los gastos de abogado y procurador derivados de 
los procedimientos administrativos y judiciales relativos a la anulación del 
convenio, así como los “gastos de gestión y otros que se han generado (…) a 
consecuencia de la nulidad del convenio suscrito inicialmente y no cumplido 
por el promotor”. No obstante, este Consejo Consultivo considera, de acuerdo 
con su consolidada doctrina, que no procede su resarcimiento. 

 
a) En cuanto a los daños morales alegados, la reclamante no ha 

aportado prueba alguna de su existencia. Si bien es cierto que la exigencia de 
prueba ha de moderarse cuando se trata de daños morales, también lo es que 
ello no puede traducirse en que la mera alegación genérica del daño por parte 
del reclamante implique su automática aceptación. La reclamante debe, por 
tanto, desarrollar una actividad probatoria encaminada a mostrar, por vía de 
indicios convincentes, la existencia de un daño efectivo de naturaleza no 
patrimonial. Y ello no se ha acreditado en el supuesto analizado, por lo que no 
cabe apreciar su existencia. 

 
b) En relación con los honorarios de abogado y procurador, al 

tratarse de costas procesales y existir un régimen propio para decidir sobre su 
imposición a los litigantes, el Tribunal Supremo ha declarado “que el 
pronunciamiento que al respecto se ha de contener en la sentencia anulatoria 
del acto o disposición impide su reclamación ulterior cuando se ejercita 
separadamente la acción por responsabilidad patrimonial de la Administración 



 

 17

(…)” (por todas, Sentencias del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo 
Contencioso-administrativo, de 11 de octubre de 2010 y de la Audiencia 
Nacional, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 17 de marzo de 2014).  

 
Por su parte, el Consejo de Estado, en sus dictámenes 2394/1995, 

de 16 de noviembre, y 996/2006, de 22 de junio, entre otros, mantiene que 
“los gastos procesales tienen una vía específica de resarcimiento, como es la 
condena en costas y nunca fuera de las mismas, y si no existiera 
pronunciamiento expreso de las costas, las allí causadas son imputables a 
cada una de las partes litigantes, sin que sea posible su posterior reclamación 
a la parte que no fue condenada en el momento en que ello era posible”. En el 
mismo sentido, entre otros, los dictámenes 587/2005, de 7 de julio, 257/2015, 
de 30 de julio, o 303/2019, de 18 de julio, de este Consejo Consultivo.  

 
Por ello, los gastos de abogado y procurador no suponen un 

daño antijurídico que los reclamantes no tenga el deber jurídico de soportar, a 
efectos de la responsabilidad patrimonial de la Administración.  

 
c) Finalmente, los “gastos de gestión y otros” a los que alude la 

empresa reclamante no tienen soporte documental probatorio alguno que 
permitan concretar cuáles sean esos daños. Por ello, la falta de acreditación de 
estos daños determinar que no proceda su resarcimiento. 

 
En definitiva, a la vista de todo lo expuesto, este Consejo considera que 

la reclamación de responsabilidad patrimonial debe desestimarse. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado de oficio por el Ayuntamiento de xxx1, 
debido a los posibles daños y perjuicios ocasionados a Dña. yyy1 y a la 
empresa qqqq S.L., por la declaración de nulidad del convenio urbanístico 
suscrito con ellos. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más oportuno. 


